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Con respeto por la mayoría, me aparto de la decisión adoptada. 
En mi criterio, el amparo en este caso ha debido concederse, por cuanto hallo errores de procedimiento protuberantes en los Juzgados accionados, en relación con el asunto que fue puesto a consideración de la Sala. 

Lo que pide el accionante es que se declare que la sentencia proferida dentro del proceso de restitución de bien arrendado que se tramitó ante el Juzgado Octavo Civil Municipal de esta localidad, en el que actuaron como demandantes los sucesores de Nicanor Candamil Arias, contra Marco Tulio Aristizábal Gómez, era susceptible de apelación, contrario a lo que adujo ese despacho judicial y fue avalado por el Tercero Civil del Circuito. 

Se declaró improcedente el amparo porque, en sentir de la mayoría, ningún reparo se hizo respecto de que se entendía mutado el trámite verbal sumario que se le estaba imprimiendo al proceso desde el auto admisorio, con el proveído que declaró la nulidad, para ordenar el traslado de unas excepciones; es decir, que ese no fue el fundamento de la apelación, por lo que el Juzgado Segundo Civil del Circuito se quedó sin conocer la situación que se plantea ahora en sede constitucional; además, no pidió que se complementaran las piezas procesales con las que se surtiría la queja, si es que las estimaba indispensables. En últimas, este recurso fue utilizado inadecuadamente. 

Y en cuanto al Juzgado Octavo Civil Municipal, se incumplió la inmediatez propia de esta acción, porque los autos protestados datan de los años 2015 y 2016. 

Dejé planteado ante la mayoría que, en lo que concierne al recurso de queja, la resolución ha debido ser diferente y allí hubo, por parte del funcionario, una ligereza al desatarla, pues inadvirtió, como pudo haberlo observado, que el trámite que para entonces se surtía ya no era verbal sumario, sino abreviado; el asunto era de menor cuantía y, por tanto, su sentencia susceptible de apelación, ya que nunca se invocó exclusivamente la causal de mora en el pago de la renta, como para aplicar, en su momento, el artículo 39 de la Ley 820 de 2003. 

Me referiré brevemente a cada aspecto: 

La demanda incoada fijó como cuantía la suma de $30’000.000,oo, que resultaba de multiplicar el canon vigente (2’500.000,oo) por el término pactado, que fueron 12 meses, lo que indica que, para el año 2015, se trataba de un asunto de menor cuantía. Es decir, que era de primera instancia. 

En adición, es claro que se invocó como causal el incumplimiento de las obligaciones contraídas por los arrendatarios, con fundamento en que: (i) no se allanaron los inquilinos al aumento en el canon; (ii) incumplieron el pago de la renta luego de la muerte del arrendador; (iii) utilizaron el local para fines distintos a los que fueron pactados. Por tanto, era inviable la excepción del artículo 39 citado, ya que se pidió la restitución con soporte en varias causales, distintas dos de ellas a la mora. 
A pesar de ello, el juzgado admitió la demanda y dijo que el trámite sería el de un proceso verbal sumario, cuando ha debido ser verbal, pues el libelo se presentó en julio de 2015, y para entonces ya regía en este Distrito la Ley 1395 de 2010, a plenitud. Sobre esa providencia, nada replicó el demandado en su respuesta, a la que agregó la proposición de excepciones previas, cuyo trámite se negó, también sin protesta. 

Hasta ahí, se diría, fue evidente la pasividad del ahora accionante. Sin embargo, vino el auto del 22 de agosto de 2016, en el que el juzgado, haciendo uso del control de legalidad, con el fin de darle trámite a las excepciones propuestas, expresamente dijo: “El artículo 140 del Código de Procedimiento Civil, enlista las causales de nulidad, entre ellas el haber dado trámite diferente al que corresponde a la demanda, caso que efectivamente se dio en la actuación aquí surtida, pues el artículo 437 del Código de Procedimiento Civil, es aplicable a los procesos VERBALES SUMARIOS, y el asunto bajo estudio se tramita bajo los parámetros del proceso abreviado, además de las disposiciones especiales que lo rigen, lo que deviene sin lugar a dudas a que el despacho declare la nulidad de lo actuado a partir del auto de fecha diciembre 3 de 2015 (sic)”, esto es, el que negó el trámite de las excepciones previas. 
Luego, en el auto del 27 de abril de 2017, se reiteró que se trataba de un proceso abreviado. Y se dictó sentencia escrita el 8 de junio de 2017, en la que ya no se mencionó que se trataba de un proceso verbal sumario o abreviado, sino de uno verbal (f. 438 de las copias). Adicionalmente se dijo en la parte resolutiva que por expresa disposición legal (sin señalarla), la apelación era improcedente. 

Apeló, sin embargo, la apoderada judicial del demandado en un escrito de fecha 14 de junio (f. 63 de las copias) en el que resaltó varias cosas: (i) que el asunto no podía ser de única instancia, porque se invocó más de una causal para la restitución; (ii) que en la “demanda abreviada de restitución de local comercial” (negrillas y sub-línea propias), la cuantía se determina por el canon actual, multiplicado por el término pactado, que para el caso arrojaba una suma de menor cuantía, por tanto, (iii) es un asunto de doble instancia. 

Respondió el Juzgado, sin ninguna explicación válida, que de acuerdo con el artículo 321 del CGP, solo son apelables las sentencias de primera instancia (f. 19, copias). 

Entonces, la apoderada recurrió en reposición y en subsidio pidió que se enviaran copias para surtirse la queja. 

Una vez más, con un argumento completamente equivocado, el Juzgado resolvió negativamente el recurso de reposición, porque no procede “…contra los autos que resuelvan un recurso de apelación, una súplica o una queja”, sin tener presente que, como juez de primer grado, ninguna de esas circunstancias podía estarse dando. Y se resalta que en ese proveído, otra vez refirió que se trataba de un proceso verbal. Por cierto que, adicionalmente, “accedió a la queja” y la concedió  en el efecto devolutivo, cuestiones ajenas a este recurso, porque, por un lado, este especial recurso no se concede, sino que se ordena la expedición de unas copias que se deben remitir al superior, y por el otro,  la remisión que hace el artículo 353 es a la carga que tiene el recurrente para suministrar las expensas para dichas copias.

En el oficio de remisión al superior, la secretaria anunció que se trataba de un proceso verbal de mínima cuantía. 
Al Juzgado Civil del Circuito llegaron copias de la demanda (que se refería a un proceso abreviado); del auto admisorio (que aludía a un proceso verbal sumario); de la sentencia (que menciona una demanda verbal); de un escrito presentado por la parte demandante, en el que se opone a la queja (allí vuelve a aludir a un proceso abreviado); también se envió otro oficio por parte de la Secretaría del Juzgado de primera instancia, en el que anuncia la remisión de varios documentos (ya no se señala allí un proceso verbal de mínima cuantía, sino un proceso verbal). 

Y viene la actuación del Juzgado Segundo Civil del Circuito. Hay una constancia de recibido del expediente que contiene un proceso verbal; más adelante, la secretaria deja otra anotación, según la cual, en aplicación de lo reglado por el artículo 353 del CGP, se dio traslado del recurso de queja “en el proceso abreviado de restitución de inmueble arrendado” (se resalta). La apoderada del demandado arrimó, además, las copias del traslado, que dicen relación a un proceso abreviado, copia del escrito de apelación en el que, ya se dijo, hizo ver que se trataba de un proceso abreviado, de menor cuantía y con tres causales alegadas para la restitución. Igualmente le puso a la vista las comunicaciones que enviaron para notificar el auto admisorio, que hacen alusión a un proceso verbal. Y para ajustar, el apoderado de la parte demandante en su intervención en segunda instancia insistió en que la actuación del juzgado estuvo guiada por el mandato del artículo 384-9 del CGP, que señala que cuando la única causal alegada sea la mora, estos procesos serán de única instancia. 
Concluyó el Juzgado que el recurso fue bien denegado, porque el trámite se surtió como verbal sumario y, por tanto, como el asunto no se discutió mediante los recursos o la excepción pertinentes, es imposible encauzarlo a estas alturas. 

Con este andamiaje, entiendo la posición mayoritaria en el sentido de que a la recurrente le faltó mayor cuidado cuando se ordenó la expedición de copias, para que entre ellas se remitiera el auto del 22 de agosto de 2016, en el que el Juzgado decidió adecuar el trámite al del proceso abreviado. Pero ello, por una parte, es una carga hoy por hoy del juez, sin perjuicio de la diligencia de las partes para evitar este tipo de situaciones; y por la otra, lo que me queda claro es que el Juez Civil del Circuito, antes de adoptar tan perentoria posición, ha debido cerciorarse de la verdadera naturaleza del asunto, porque tenía referencia de tres cosas como mínimo: de un proceso verbal sumario, de uno abreviado y de uno verbal. Con solo haber observado detenidamente el escrito de apelación, se hubiera podido percatar de que no se trataba de un asunto verbal sumario, que, además, no lo podía ser, por las razones arriba expuestas y que se repiten: era un asunto de menor cuantía y las causales invocadas fueron tres. Tampoco, en estricto sentido, podía ser un proceso abreviado, que para cuando se promovió la demanda ya no existía, porque la Ley 1395 de 2010 comenzó su vigencia plena en marzo de ese año en este Distrito Judicial. 

Más aún su propio secretario dejó constancia, al correr traslado, de que se trataba de un proceso abreviado, no de un verbal sumario y, como tal, era susceptible de segunda instancia, en cuanto no podía aplicarse allí la mentada regla de la Ley 820 de 2003, (no la del artículo 384 del CGP, que solo rige desde el 1° de enero de 2016). Nótese que la intervención del apoderado de los demandantes en el proceso de restitución, durante el trámite de la queja, se limita a sostener que el asunto es de única instancia por la causal alegada, lo que es totalmente contrario a sus planteamientos en el libelo.

Lo que quise significarle a la Sala, entonces, y lo plasmo ahora, es que el Juez Segundo Civil del Circuito tenía elementos de juicio suficientes, a pesar de no contar con la copia de ese auto, para inferir que no se trataba de un asunto de única instancia, ni de un verbal sumario; y, en todo caso, que al menos con la variada información que tenía a su alcance, la duda debió llevarlo a pedirle al Juez aclaración sobre el trámite dispensado al proceso, con lo cual, seguramente, hubiera sabido que era un abreviado (que en estricto sentido tenía que ser verbal), de menor cuantía, y que como se alegaron causales distintas a la mora, no podía ser de única instancia. 

Por ello, creo que ha debido concederse el amparo, para que se le ordenara a ese despacho judicial verificar esa información y resolver de nuevo el recurso de queja propuesto, por cuanto se trasgredió, manifiestamente, el derecho al debido proceso. 

Así dejo plasmado mi salvamento. 

Pereira, febrero 21 de 2018
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Magistrado
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